[image: Forma

Descripción generada automáticamente]

[bookmark: _Toc60166353][bookmark: _Hlk44581171][bookmark: _Toc508283842][bookmark: _Toc43223168][bookmark: _Toc24619200][bookmark: _Toc52777861]


SUP-JG-100/2026 Y ACUMULADO


[image: Forma

Descripción generada automáticamente]SUP-JG-100/2026 Y ACUMULADO


[image: ]
2
2
JUICIOS GENERALES
EXPEDIENTES: SUP-JG-100/2026 Y ACUMULADO 
PONENTE: MAGISTRADO FELIPE DE LA MATA PIZAÑA[footnoteRef:1] [1:  Secretariado: Isaías Trejo Sánchez y Claudia Myriam Miranda Sánchez. Colaboró: Jacqueline Vázquez García.] 

Ciudad de México, once de noviembre de dos mil veintiséis.
Sentencia que confirma la diversa del Tribunal Electoral de Veracruz, referente a la revisión del reglamento sobre candidaturas en esa entidad federativa.
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[bookmark: _Toc245197019]GLOSARIO
	Actores:
	Partidos políticos locales Alianza Generacional por Veracruz y Partido Cardenista. 

	Sentencia impugnada
	Sentencia del Tribunal Electoral de Veracruz, emitida en el recurso de apelación TEV-RAP-18/2026 y acumulado, por la que confirmó el Acuerdo OPLEV/CG172/2026.

	Acuerdo del OPLEV o Reglamento de candidaturas:
	Acuerdo OPLEV/CG172/2026 del Organismo Público Local Electoral por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del reglamento para las candidaturas a cargos de elección popular para el estado de Veracruz de Ignacio de la Llave.

	CADH:
	Convención Americana sobre Derechos Humanos.

	Constitución Federal:
	Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

	Constitución local:
	Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave.

	Instituto Local/OPLEV:
	Organismo Público Local Electoral de Veracruz.

	Ley de Medios:
	Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.

	Ley Electoral:
	Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.

	
	

	Sala Superior:
	Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

	SCJN
	Suprema Corte de Justicia de la Nación

	Tribunal Electoral:
	Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

	Tribunal local o autoridad responsable:
	Tribunal Electoral de Veracruz.


[bookmark: _Toc245197020][bookmark: _Hlk36402959]I. ANTECEDENTES
1. Acuerdo OPLEV.[footnoteRef:2] El veintiocho de septiembre de dos mil veintiséis[footnoteRef:3], el Consejo General del OPLEV aprobó el acuerdo por el que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del Reglamento de Candidaturas. [2:  OPLEV/CG172/2026.]  [3:  Todas las fechas corresponden a este año, salvo precisión en contrario.] 

[bookmark: _bookmark1][bookmark: _bookmark0]2. Impugnación local.[footnoteRef:4] Inconformes con el acuerdo anterior, el dos de octubre, los actores presentaron recursos de apelación ante el Tribunal local, quien el veinte de octubre, confirmó en lo que fue materia de impugnación, el acuerdo controvertido. [4:  TEV-RAP-18/2026 y acumulado ] 

3. Juicios federales. Inconformes con lo anterior, los actores presentaron demandas de juicio de revisión constitucional electoral.
4. Consulta competencial. La Sala Regional Xalapa sometió a consideración de la Sala Superior la competencia para conocer y resolver de los medios de impugnación.
5. Turno a ponencia. Recibidas las constancias, la presidencia de esta Sala Superior acordó integrar los expedientes SUP-JG-100/2026 y SUP-JG-101/2026 y, turnarlos a la ponencia del Magistrado Felipe de la Mata Pizaña, para el trámite conducente.
[bookmark: _Toc245197021][bookmark: _Toc67036974][bookmark: _Toc67484408][bookmark: _Toc74179077][bookmark: _Toc74179239][bookmark: _Toc74181182][bookmark: _Toc74199150]II. DECISIÓN COMPETENCIAL
Esta Sala Superior es competente para conocer y resolver los juicios al rubro indicados, debido a que se controvierte una sentencia de un Tribunal local relacionada con la impugnación de una norma general emitida por una autoridad administrativa electoral, de conformidad con la tesis de jurisprudencia 9/2010[footnoteRef:5]. [5:  De rubro: “COMPETENCIA. CORRESPONDE A LA SALA SUPERIOR CONOCER DE LAS IMPUGNACIONES DE ACTOS DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS ELECTORALES ESTATALES, RELATIVOS A LA EMISIÓN O APLICACIÓN DE NORMAS GENERALES.”] 

De la revisión de los escritos de demanda se advierte, que las partes actoras impugnan la sentencia del Tribunal local que confirmó el acuerdo del OPLEV por que se aprobaron diversas modificaciones al Reglamento de Candidaturas; particularmente en cuanto a la implementación de los requisitos de elegibilidad –3 de 3– referentes a la violencia de género, los cuales, los inconformes no vinculan con alguna elección en particular.
En otro de los temas, los actores controvierten el ajuste de género en las elecciones de diputaciones locales y regidurías.
Sin embargo, en el caso, no es posible escindir la materia de impugnación por lo cual, corresponde a esta Sala Superior conocer y resolver el fondo de los presentes asuntos.[footnoteRef:6] [6:  Jurisprudencia 05/2004, de rubro: “CONTINENCIA DE LA CAUSA ES INACEPTABLE DIVIDIRLA PARA SU IMPUGNACIÓN”. 
] 

[bookmark: _Toc245197022]III. ACUMULACIÓN
Del análisis de los escritos de demanda se advierte que los promoventes controvierten la misma sentencia emitida por el Tribunal local y existe, por lo tanto, identidad en la autoridad responsable, es que se estima que existe conexidad en la causa entre los juicios.
En consecuencia, a fin de resolver los medios de impugnación de manera conjunta, congruente y evitar el dictado de determinaciones contradictorias, procede acumular el juicio general SUP-JG-101/2026 al diverso SUP-JG-100/2026, por ser éste el primero que se recibió en esta Sala Superior. Por tanto, deberá agregarse copia certificada de los puntos resolutivos al expediente acumulado. 
[bookmark: _Toc245197023]IV. REQUISITOS DE PROCEDENCIA
Los medios de impugnación cumplen con los requisitos de procedencia:[footnoteRef:7] [7:  Artículos 7, numeral 2; 8, numeral 1; 9, numeral 1, y 13, numeral 1 de la Ley de Medios.] 

1. Forma. Las demandas se presentaron por escrito ante la autoridad responsable; en ellas, se precisa la denominación de los partidos actores; señalan domicilio para oír y recibir notificaciones; narran los hechos y expresan los conceptos de agravio; ofrecen medios de prueba y se asienta la firma autógrafa de quienes promueven.
2. Oportunidad. Las demandas se presentaron de manera oportuna, ya que la resolución del Tribunal local se notificó a los partidos actores el veintiuno de octubre y las demandas se presentaron, respectivamente el veintisiete y veintiocho siguientes; es decir, dentro del plazo legal de cuatro días.[footnoteRef:8] [8:  Cabe destacar que con respecto al SUP-JG-101/2026, la demanda es oportuna debido a que, el veintitrés de octubre se suspendieron actividades derivado del día del empleado estatal, conforme a los avisos publicados en la página oficial del tribunal local. https://teever.gob.mx/Acuerdos/CALENDARIO/2026/CALENDARIO_2026.pdf] 

3. Legitimación y personería. Se acreditan, en tanto que las demandas fueron presentadas por los representantes de los partidos políticos locales Alianza Generacional por Veracruz y Cardenista; además, fueron quienes comparecieron en la instancia previa y les fue reconocida por la autoridad responsable.
4. Interés jurídico. Se satisface, pues se alega que la resolución impugnada afecta la esfera jurídica de los demandantes.
5. Definitividad. No existe otro medio de impugnación que deba agotarse previamente, por lo que el requisito está satisfecho.
[bookmark: _Toc245197024]V. ESTUDIO DE FONDO
A. Contexto de la controversia 
El asunto tiene su origen con la emisión del Acuerdo del OPLEV, por medio del cual, se adicionaron, modificaron y derogaron –entre otras– diversas disposiciones para regular el registro de candidaturas a cargos de elección popular.
1. ¿Qué cuestionó el actor ante el Tribunal local? 
Sus alegaciones las dividieron sustancialmente, en dos temáticas fundamentales:
a) Requisito de no estar en listas de violentadores. La adición a diversas normas[footnoteRef:9] del Reglamento de Candidaturas, en las que se estableció como requisito para el registro que las candidaturas no estuvieran inscritas en los registros: Nacional de Obligaciones Alimentarias; Nacional o Estatal de Personas Sancionadas por VPG y no contar con sentencia firme por la comisión dolosa de delitos referentes a violencia contra las mujeres. [9:  En específico los artículos 34, 36, 87, 88, 91, 92 y 93, del Reglamento de Candidaturas] 


Los actores alegaron ante el Tribunal local que la limitación de derechos para el registro de candidaturas solamente debe operar cuando exista una sentencia firme que indique la suspensión de derechos, de lo contrario se vulnera el principio de presunción de inocencia. 

b) Ajustes para garantizar paridad. Los actores cuestionaron las reglas para garantizar paridad[footnoteRef:10] en regidurías y diputaciones locales de representación proporcional, porque, desde su perspectiva a quien se debería vincular para un ajuste es al partido político que hubiera obtenido más diputaciones o regidurías porque tiene un menor impacto proporcional. [10:  Previstas en los artículos 151 párrafo 1 y 152, párrafo 1, del Reglamento de Candidaturas] 


2. ¿Qué determinó el Tribunal local? 
El Tribunal local confirmó la reforma al Reglamento de Candidaturas al declarar infundados e inoperantes los agravios. Sostuvo sustancialmente que:
a) Normas sobre registro de candidaturas
· La incorporación de las disposiciones o mecanismos contra la violencia, para conceder el registro a las candidaturas no constituyen la creación arbitraria de requisitos de elegibilidad, sino la armonización reglamentaria con el mandato previsto en el artículo 18 Bis de la Constitución local.
· No se vulnera el principio de reserva de ley, pues las adiciones normativas cuestionadas no tienen su origen en una determinación autónoma de la autoridad administrativa electoral, sino en disposiciones de jerarquía constitucional.
· No se vulnera el principio de presunción de inocencia porque, la implementación de mecanismos de presentación de declaraciones bajo protesta de decir verdad; la exhibición de documentación comprobatoria; la consulta de registros y la verificación de éstos, no equivalen por sí mismos, a presumir la culpabilidad de una persona, porque son medidas para verificar el cumplimiento de la norma constitucional.
· Las modificaciones reglamentarias tampoco vulneran el principio de reserva de ley, pues no se imponen causales de inhabilitación por la vía reglamentaria, sino que se trata de una regulación subordinada a la ley electoral local y Constitución del estado.
b) Normas sobre ajustes de paridad
· El Tribunal local consideró inoperantes los agravios, porque las normas cuestionadas no fueron objeto de modificación alguna por parte del OPLEV y, además, dichas disposiciones fueron controvertidas y resueltas en su momento por la Sala Regional Xalapa en el SX-JRC-16/2021.[footnoteRef:11] [11:  Cabe destacar que, la Sala Superior también conoció de ese asunto mediante el SUP-REC-2288/2021 y acumulados.] 

Así, acorde a las consideraciones expuestas en la sentencia controvertida, el Tribunal local determinó confirmar el acuerdo del OPLEV.
3. ¿Qué plantean los actores?
Es oportuno señalar que, ambas demandas son similares en la formulación y planteamiento de sus agravios, por lo cual, su estudio se realiza de manera conjunta[footnoteRef:12], conforme a lo siguiente: [12:  Jurisprudencia 4/2000, de rubro: “AGRAVIOS, SU EXAMEN EN CONJUNTO O SEPARADO, NO CAUSA LESIÓN”] 

· Tema 1. Implementación de mecanismos de verificación contra la violencia
a. Indebida validación de los mecanismos de verificación. El Tribunal local vulneró los principios de debida fundamentación y motivación, al validar las modificaciones al Reglamento de Candidaturas sin analizar si los mecanismos de verificación garantizan la existencia de resoluciones judiciales firmes para restringir el derecho a ser votado.
b. Vulneración al principio de presunción de inocencia. La sentencia impugnada vulnera el principio de presunción de inocencia y el derecho a ser votado, al validar un mecanismo de verificación administrativa que permite negar el registro de candidaturas con base en inscripciones en padrones o registros administrativos, sin exigir una resolución judicial firme.
c. Violación al derecho de tutela judicial efectiva. El Tribunal local vulneró el derecho a la tutela judicial efectiva, al negarse a analizar la constitucionalidad del mecanismo de verificación de candidaturas, específicamente cuando se le llegare a negar el registro sin una sentencia firme. Ello pues los reglamentos que emiten los Institutos locales generan una afectación directa y abstracta a la certeza normativa. 
· Tema 2. Ajuste de paridad de género en las diputaciones locales y regidurías
a. Ilegal e indebida calificación de inoperancia por una supuesta preexistencia normativa. Se controvierte la determinación de declarar inoperantes los agravios contra los artículos 151.2 y 153.2 del Reglamento de Candidaturas, bajo el argumento de que eran normas preexistentes no modificadas y sostiene que dicha determinación es indebida, porque el Acuerdo OPLEV/CG172/2026 implicó la reexpedición integral del Reglamento y, por tanto, le otorgaba una oportunidad para su impugnación al emitirse un reglamento nuevo.
b. Vulneración a los principios de proporcionalidad, autodeterminación de los partidos y conservación del voto popular. El Tribunal local vulneró dichos principios al convalidar, sin realizar un estudio de fondo, un mecanismo automático de ajustes de paridad de género que afecta desproporcionadamente a los partidos minoritarios.
4. Decisión
Esta Sala Superior considera que los agravios son infundados e inoperantes, conforme se desarrolla a continuación.
5. Justificación
a) Marco jurídico
-Principio de legalidad
Dentro de los diversos derechos consagrados en la Constitución Federal, destaca el de legalidad, previsto en su artículo 16, que consiste en la obligación de toda autoridad de fundar y motivar todo acto de molestia.[footnoteRef:13] [13:  Jurisprudencia 1a./J. 139/2005, de la Primera Sala de la SCJN, de rubro: “FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LAS RESOLUCIONES JURISDICCIONALES, DEBEN ANALIZARSE A LA LUZ DE LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, RESPECTIVAMENTE.”] 

[bookmark: _ftnref12]La fundamentación consiste en la debida invocación de los preceptos aplicables al caso y la motivación en señalar las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto respectivo, así como la existencia de adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables; es decir, que en el caso se actualice la hipótesis normativa. 
Este Tribunal Electoral ha explicado en reiteradas ocasiones que, existe una diferencia entre la falta y la indebida fundamentación y motivación, la primera implica la ausencia total de tales requisitos, la segunda, supone la existencia de esos requisitos, pero con una divergencia entre las normas invocadas, así como las circunstancias y razonamientos expresados por la autoridad responsable, respecto del caso concreto.
-Principio de exhaustividad
El referido principio se sustenta en lo dispuesto por el artículo 17, párrafo segundo, de la Constitución Federal, el cual establece que toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por los tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, quienes emitirán resoluciones de manera pronta, imparcial y completa.[footnoteRef:14] [14:  Jurisprudencia 12/2001, de rubro: “EXHAUSTIVIDAD EN LAS RESOLUCIONES. CÓMO SE CUMPLE”.] 

[bookmark: _ftnref16][bookmark: _ftnref17][bookmark: _ftnref20]Cumplir con el propósito del principio de exhaustividad implica, por ende, dotar a las resoluciones de la mayor calidad analítica y argumentativa, para ello, es indispensable que no sólo se identifiquen y examinen todos los tópicos que forman parte de una discusión, sino que, se realicen con profundidad, de manera tal que se expongan, las razones que sirvieron para adoptar una interpretación.
- Presunción de inocencia. El artículo 20 de la Constitución prevé que se presume la inocencia mientras no se declare la responsabilidad mediante sentencia emitida por juez de la causa.
La Sala Superior al resolver el SUP-JDC-741/2023, sostuvo en esencia que, ese ejercicio de verificación de forma alguna afecta la certeza ni la presunción de inocencia, toda vez que, se necesita tener una sentencia firme y vigente al momento de la revisión del requisito de elegibilidad.
b) Caso concreto
Tema 1. Implementación de mecanismos de verificación contra la violencia
Los agravios son infundados.
El Tribunal local fue exhaustivo en sus consideraciones al establecer –sustancialmente– que, los mecanismos de presentación bajo protesta de decir verdad, así como la consulta en los registros, no equivalen directa e ineludiblemente a restringir los derechos de las personas candidatas y mucho menos a presumir su culpabilidad por una cuestión administrativa. Tampoco implica una suspensión de sus derechos político-electorales en el ámbito administrativo.
De igual forma precisó que la inscripción en los padrones o registros de deudores alimentarios o de personas sancionadas por violencia de género no operan por mera presunción administrativa, sino que derivaron necesariamente de una determinación de una autoridad judicial que, en su momento, garantizó el debido proceso y el derecho de audiencia.
Con lo que se garantizaba la certeza, legalidad y seguridad jurídica tanto de las personas contendientes como los derechos de las personas acreedoras alimentarias o víctimas de violencia.
Por lo cual, en ningún momento existiría vulneración a la presunción de inocencia porque las certificaciones o documentos que se obtuvieran de los registros tendrían sustento en sentencias firmes.
De igual forma, no asiste la razón a los partidos actores, cuando afirma que, el Tribunal local vulneró su derecho a una tutela judicial efectiva, al negarse a analizar la constitucionalidad de las normas impugnadas en caso de que se llegara a negar un registro sin una sentencia firme.
En la sentencia impugnada se advierte que el Tribunal local sí señaló con precisión, que el estudio de constitucionalidad de normas en materia electoral es de control concreto al momento de su aplicación y no, como lo pretende el demandante en un supuesto abstracto, genérico y futuro de actualización incierta.
Es primordial señalar que, la parte actora no identificó un acto concreto de autoridad como acto de aplicación que incida actualmente en su esfera jurídica, ni una actuación formal que permita advertir, una posible afectación a un derecho político-electoral, por el contrario, su planteamiento descansa en una hipótesis futura.
Por lo cual, a juicio de esta Sala Superior, las normas reglamentarias impugnadas no pueden ser analizadas bajo supuestos futuros, en específico como lo plantea en el caso el actor en ¿qué pasaría si se niega el registro a una candidatura si no existe sentencia firme? cuando no ha sucedido ese hecho en concreto.
Es menester señalar que, las normas reglamentarias impugnadas –en sí mismas– no generan la posibilidad de impugnación ante las autoridades electorales de manera inmediata para su inaplicación, sino que requieren demostrar una ejecución incondicionada o condicionada, y no una conjetura o hipótesis probable.
Aunado al hecho de que el actor no combate los razonamientos esgrimidos por la responsable al momento de dar respuesta a su solicitud de inaplicación de los artículos del Reglamento de Candidaturas, sino que se limita a señalar que la conclusión alcanzada por el Tribunal local es errónea, lo que provoca que las partes se vean privadas del acceso a la justicia pronta y preventiva.
Además, es preciso reiterar que la autoridad responsable fue contundente al establecer que, la verificación de los requisitos establecidos en los artículos adicionados del Reglamento de Candidaturas eran solo mecanismos de verificación que no suspenden derechos.
Ello, porque las personas inscritas en los registros de deudores alimentarios y violencia de género fueron ingresados en su momento, por sentencias firmes que garantizaron el debido proceso. 
En distinto orden, se estima inoperante el agravio relativo a la inconstitucionalidad del artículo 18 Bis de la Constitución local, toda vez que tal cuestión no fue planteada ante la instancia previa, por lo cual, se estima novedoso.
Tema 2. Ajuste de paridad de género en las diputaciones locales y regidurías
Los agravios también se estiman infundados, conforme a lo siguiente:
En el caso, lo infundado de los agravios radica en que, contrario a lo que afirman los actores, el Reglamento de Candidaturas no fue reexpedido     -como lo afirman-; en tanto que, las porciones normativas que pretenden impugnar no fueron objeto de modificación ni reforma por el Consejo General del OPLEV.
Esto es, tomando en consideración que, el acto aquí impugnado es la sentencia del Tribunal local y, el acuerdo OPLEV/CG172/2026 (es el originalmente controvertido), el cual, -de manera puntual- los artículos que fueron objeto de modificación o derogación es que no puede considerarse que el Reglamento de Candidaturas fue reexpedido.
Ello es así, porque de ninguna manera se advierte que en el acuerdo del OPLEV se hiciera alguna referencia a los artículos 151.2 y 153.2 del Reglamento de Candidaturas, esto porque -se insiste- no fueron objeto de modificación ni material, formal o sustancial.
Al respecto, debe precisarse que, para determinar si existe un nuevo acto normativo, no basta con verificar si las disposiciones conservaron su contenido anterior, sino que es necesario establecer si fueron sometidas nuevamente a la aprobación de la autoridad competente.
En efecto, conforme al criterio establecido por la Suprema Corte en las acciones de inconstitucionalidad 186/2023 y 48/2025, una disposición puede considerarse un nuevo acto normativo aun cuando no haya sufrido modificaciones sustanciales, siempre que haya transitado nuevamente por el procedimiento de aprobación correspondiente.
Sin embargo, ese supuesto no se actualiza en el caso, pues del análisis del acuerdo OPLEV/CG172/2026 se advierte que el Consejo General identificó expresamente, tanto en su parte considerativa como en el resolutivo primero, las disposiciones que serían reformadas, adicionadas o derogadas, sin incluir de manera alguna los artículos 151, numeral 2, y 153, numeral 2, del Reglamento de Candidaturas.
Esta conclusión no se modifica porque el hecho de que el reglamento completo se haya publicado como anexo del acuerdo, pues para determinar si esa publicación implicó una nueva aprobación de todas sus disposiciones, es necesario examinar el contenido del acuerdo y el alcance de las disposiciones transitorias, pues la publicación íntegra de un ordenamiento no significa necesariamente que todas sus normas hayan sido nuevamente aprobadas.
Al respecto, debe destacarse que, cuando el OPLEV aprobó el Reglamento de Candidaturas en 2020, estableció expresamente que quedaba abrogado el ordenamiento anterior, aprobado en 2016, de esta manera determinó sustituirlo en su totalidad por una nueva regulación.
En cambio, las disposiciones transitorias aprobadas en 2026 tienen un alcance distinto, pues el artículo primero establece que las reformas, adiciones y derogaciones entrarán en vigor al día hábil siguiente de su aprobación, mientras que el segundo dispone que quedarán derogadas las disposiciones reglamentarias anteriores que contravengan la nueva regulación.
Esta última disposición no significa que todo el Reglamento de 2020 haya perdido vigencia, sino que únicamente dejan de surtir efectos las disposiciones anteriores que resulten incompatibles con las modificaciones aprobadas en 2026.
Por tanto, las reglas que no fueron modificadas ni resultan contrarias a las reformas continúan vigentes en los términos previamente establecidos, tal y como fueron aprobadas.
Así, de la interpretación conjunta del acuerdo y sus disposiciones transitorias se advierte que el Consejo General decidió reformar, adicionar y derogar determinadas disposiciones del reglamento vigente, sin que existan elementos que permitan considerar que aprobó nuevamente la totalidad del ordenamiento.
En consecuencia, aunque el Reglamento se publicó íntegramente como anexo, ello no implica que los artículos 151, numeral 2, y 153, numeral 2, que no fueron objeto de las modificaciones aprobadas, constituyan nuevas disposiciones susceptibles de impugnación por ese solo motivo.
En ese sentido, no es procedente el estudio de dichas porciones normativas, pues, aunque fueron incluidas en el reglamento publicado como anexo del acuerdo, no fueron discutidas o modificadas, es decir, no fueron objeto de una nueva aprobación por el Consejo General del OPLEV. Por tanto, su publicación no constituye, por sí misma, una nueva oportunidad para impugnarlas.
En ese sentido, tal como lo señaló el Tribunal local, la emisión del acuerdo del OPLEV no puede entenderse como una nueva oportunidad para impugnar disposiciones reglamentarias de manera indiscriminada que permanecieron inalteradas solo bajo el argumento de que, el reglamento fue reexpedido.
De igual forma asiste la razón al tribunal cuando señala que, no se advierte la existencia de un acto concreto de aplicación de los artículos 151.2 y 153.2 para que, los partidos políticos actores pudieran estar en condiciones de impugnar dichas porciones normativas.
Tampoco se desconoce que los actores son partidos políticos de reciente creación; sin embargo, tal cuestión es insuficiente para analizar la constitucionalidad o validez de una norma preexistente solo bajo el argumento de una incompatibilidad que sustentan.
En efecto, el registro de los partidos actores les otorgó personalidad jurídica y legitimación para promover los medios de impugnación correspondientes, sin embargo, ello no significa que, a partir de ese momento, puedan cuestionar todas las disposiciones electorales anteriores, sin acreditar los presupuestos procesales necesarios para controvertir cada una de ellas.
Al respecto, esta Sala Superior ha sostenido que el interés jurídico para impugnar una disposición preexistente puede surgir cuando, por circunstancias posteriores a su emisión, una persona se coloca en el supuesto jurídico que regula. Por tanto, lo relevante es determinar si la nueva situación jurídica del promovente actualiza una afectación vinculada específicamente con la norma cuestionada.[footnoteRef:15] [15:  Véase SUP-RAP-223/2024 y acumulados.] 

En el caso, los artículos 151, numeral 2, y 153, numeral 2, del Reglamento regulan los ajustes que, en su caso, deben efectuarse después de la asignación de diputaciones y regidurías de representación proporcional, cuando resulte necesario garantizar la integración paritaria de los órganos correspondientes.
Por ello, la sola adquisición del registro como partidos políticos no demuestra que se hayan actualizado las condiciones para aplicar esas disposiciones, ni permite advertir, por ese hecho, una afectación actual derivada del mecanismo de ajustes.
Si bien los partidos políticos pueden promover medios de impugnación en defensa de intereses colectivos, esa facultad no implica que cualquier disposición anterior pueda controvertirse en todo momento, pues deben satisfacerse los presupuestos de procedencia correspondientes.
Por tanto, la circunstancia de que los partidos no hayan existido jurídicamente cuando las disposiciones fueron examinadas en 2021 impide atribuirles su consentimiento, pero no constituye, por sí misma, una nueva oportunidad para impugnarlas, pues para ello, sería necesario identificar una afectación jurídicamente que sea relevante derivada de su aplicación o alguna otra circunstancia que justificara su examen en este momento, lo que no se acredita en el caso.
En consecuencia, si bien los partidos actores no estuvieron en posibilidad de impugnar las disposiciones cuestionadas cuando fueron examinadas en 2021, esa circunstancia no demuestra, por sí misma, que actualmente se encuentren en una situación jurídica que les permita controvertirlas. Por tanto, al no acreditarse una nueva aprobación de los artículos 151, numeral 2, y 153, numeral 2, del Reglamento de Candidaturas, ni justificarse alguna otra circunstancia que permita examinar su constitucionalidad en esta controversia, fue correcta la determinación del Tribunal local de declarar inoperantes los agravios.
Lo anterior, sin desconocer que los partidos políticos pueden promover medios de impugnación en defensa de intereses colectivos, aun cuando no exista una afectación directa a su esfera jurídica. Sin embargo, esa facultad no los exime de justificar la existencia de un acto susceptible de impugnación y de satisfacer los presupuestos procesales correspondientes, lo que no se acredita por el solo hecho de que hayan obtenido recientemente su registro.
Por estas razones, lo procedente es confirmar la sentencia impugnada.
Por lo expuesto y fundado, se:
[bookmark: _Toc242111594][bookmark: _Toc245197025]VI. RESUELVE
PRIMERO. Esta Sala Superior es competente para conocer la controversia planteada.
[bookmark: _Hlk141300531]SEGUNDO. Se acumulan las demandas. 
TERCERO. Se confirma la sentencia impugnada.
Notifíquese como en derecho corresponda.
Devuélvanse los documentos atinentes y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.
Así lo resolvieron, por unanimidad de votos, la magistrada y los magistrados que integran la Sala Superior, ante el secretario general de acuerdos, quien autoriza y da fe que la presente resolución se firma de manera electrónica.
Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firma electrónica certificada, el cual tiene plena validez jurídica de conformidad con los numerales segundo y cuarto del Acuerdo General de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 3/2020, por el que se implementa la firma electrónica certificada del Poder Judicial de la Federación en los acuerdos, resoluciones y sentencias que se dicten con motivo del trámite, turno, sustanciación y resolución de los medios de impugnación en materia electoral.
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SUP-JG-100/2026 Y ACUMULADO

Actores: Partidos poliicos locales Alianza

Generacional por Veracriz y Partido Cardenista,
Responsable: Tribunal Electoral de Veracnz

Temas: Requisitos para el registro de candidaturas y ajuste de paridad de género en
diputaciones y regidurias por RP

=y

AP oe! El 28 de septiembre, el CG del OPLE, aprobd el citado acuerdo por el que reforma, adiciona y
OPLESIErdS 025 deroga diversas disposiciones del reglamento de canddauras.
\mpugnacion local EI 2 de octubre, los aclores presentaron recursos de apelacion a fin de controvertir algunas
Cuestiones especificas del regiamento de elecciones.
‘ Sentencia local €120 e octubre, el tribunal local confirmo, el acuerdo controvertdo.
JRC federal Inconforme con Io anterior,los actores presentaron demandas de JRC
Recibidas las demandas ante la Sala Regional Xalapa. 1as integrd como Asuntos Generales y,
Consulta mediante acuerdo de 29 de octubre, SOt a consideracion de la Sala Superior la competencia
competencial para conocery resolver de los medios de impugnacion.

£Qué determiné la Sala Superior?
Se propone que Ia Sala Superior asumala competencia del asunto, debido a que, no procede a escision de la demanda, dado que,
por una parte, se analiza unanoma general respecto a los requisitos para el registro de candidaturas y por ot el ajuste de género
en diputaciones y regidurias por RP. Por ofra parte, se advierte la acumulacion de los asuntos al tener conexidad enfre los mismos.

En cuanto al fondo de los asuntos, los partdos controvierten a sentencia del Tribunal local que confirmé el acuerdo del Consejo
General del OPLEV en el que se aprobaron diversas modificaciones al Reglamento de Candidaturas.

El Tribunal local feconocio que los requisitos contra Ia viokencia fueron implementados conforme a la constitucion local. estmo
también que Ias disposiciones no vulneran el principio de presuncion de inocencia porque se tratan de medidas regulatorias parala
verificacion de los impedimentos contemplados en la norma constitucional

Se estima en el proyecto que. el Tribunal local fue exhaustivo en sus consideraciones al establecer —sustanciaimente- que. los
mecanismos de presentacion bajo protesta de decir verdad, asi como la consulta en los registros, no equivalen directa e
ineludiblemente a restringir los derechos de Ias personas candidatas y mucho menos a presumir su culpabiidad por una cuestion
administrativa. Tampoco Impiica una suspension de sus derechos politico-electorales en el ambito administraivo, i vuinera la
presuncion de inocencia Porlo cual, los agravios se consideraron infundados.

Respectoal ajuste de paridad de género en Ias diputaciones locales y regidurias, los agravios son infundados, porgue Ios articulos
1512y 1532 del Reglamento de Candidaturas no fueron objeto de modificacion ni material, formal o sustancial

mediante el acuerdo impugnado ni existe un acto concreto de aplicacion que justifique su analisis. La reciente creacion de los
partidos actores no les otorga una nueva oportunidad para controvertir disposiciones preexistentes.

En aras de preservar a certeza y seguridad juridica en la aplicacién de nomas preexistentes que no fueron objeto de reforma y
que, por tanto, tampoco pueden ser analizadas con el argumento subjetivo de que. al haberse realizado modificaciones al
Reglamento de Candidaturas se entiende que fue reexpedido en su totalidad y ello, les otorgala posibilidad de impugnar cualquier
disposicion normativa, aunque no se haya reformado.

Conclusién: Sala Superior es com petente, se acum ulan las demandas y se confirmala
sentencia impugnada.
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